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112 Una política de Estado para la educación superior Agustín Grijalva— Vocal del Consejo de Educación Superior (CES) y profesor universitario.

a algunas valiosas experiencias de cooperación acadé-
mica, estos procesos no tuvieron suficiente impulso. 

Por otra parte, en esta lógica autárquica o de ais-
lamiento, la universidad no se concibió en su relación 
con los demás niveles de la educación en general. 
Esta relación se da por doble vía. Primero porque la 
universidad recibe bachilleres cuyas capacidades la 
condicionan, y segundo porque la universidad forma a 
los profesores que enseñan en los niveles educativos 
diversos a los universitarios. Esta relación estructural 
hace que la universidad sea profundamente afectada 
por y afecte a la escuela y al colegio. 

Hoy el desafío es pensar las universidades ecuato-
rianas como un sistema al cual se articula cada institu-
ción desde su especificidad y autonomía responsable. 
Es imperativo entender la autonomía universitaria 
como una condición de autogestión para la excelencia 
y la innovación, no como un resguardo feudal de la 
falta de calidad y de la mercantilización. Por supuesto, 
el protagonismo fundamental del cambio no puede 
radicar sino en las propias universidades, su autono-
mía no es un derecho irrestricto para hacer lo que sea 
sino que se enmarca en la responsabilidad social e his-
tórica con el país. Por otra parte, no hay universidad 
sin democracia, sin el pluralismo y la crítica en que 
se gesta la imaginación y la creatividad indispensable 
para la innovación científica y tecnológica que el Ecua-
dor requiere. Este tipo de autonomía requiere que los 
órganos de Estado que la Constitución establece, CES 
y CEACCES, desarrollan y sostengan seriamente los 
marcos institucionales más adecuados para el logro de 
estos objetivos de interés público. 

El ejecutivo, en cambio, no puede ni debe sustituir 
el gobierno autónomo de las universidades, pues éste 
es un requisito indispensable para preservar y desa-
rrollar la libertad de pensamiento, el pluralismo y la 
crítica inherente a la universidad. Al ejecutivo corres-
ponde en cambio apoyar la gestación e implementa-
ción de la política de Estado diseñada por los órganos 
constitucionales competentes, y coordinar las políticas 
de gobierno con la correspondiente planificación. 

Considerando lo anterior el reemplazo de la 
desregulación por un control inconstitucional e ile-
gitimo por parte del ejecutivo no sería más que un 
nuevo camino hacia el mismo fracaso, un camino que 
no tiene sentido recorrer ni para las universidades 
ni para el gobierno. Bien entendida, reiterémoslo, la 
autonomía universitaria no puede ser sino un medio 
para la calidad académica pero, a su vez, esta calidad 
o excelencia exige como requisito indispensable la 
autonomía. 

La LOES y su Reglamento General sin duda, como 
toda legislación, tienen deficiencias y algunas son muy 
graves, pero la Universidad ecuatoriana no puede, no 
debe paralizarse por esta razón. Es urgente concen-
trarse en lo positivo de esta normativa, mirar más allá 
de desacuerdos puntuales y hasta importantes sobre 
la misma, para avanzar en base a los acuerdos míni-
mos, pero esenciales y posibles que exige el país. Es 

este acuerdo nacional y esta urgente política de Estado 
sobre la educación superior la que puede viabilizar la 
adecuada implementación e interpretación de la ley 
y su Reglamento General e incluso viabilizar posibles 
reformas futuras. 

Estas posibles reformas, sin embargo, no deben 
ser condición ni anulación de las líneas matrices de 
esta necesaria política de Estado para la educación 
superior, ni de la consolidación de la institucionalidad 
emergente que puede impulsarla. Recordemos, nue-
vamente, que la falla fundamental del sistema ante-
rior, regido por el CONESUP, fue la discontinuidad, la 
inestabilidad que no permitió concretar los mejores 
esfuerzos. 

El Consejo de Educación Superior. 

El Consejo de Educación Superior (CES), junto 
con el CEACCES, es una de las nuevas instituciones 
creadas por el artículo 353 de la Constitución del 2008 
para regir el sistema de Educación Superior. Según la 
Constitución corresponde al CES la planificación, regu-
lación y coordinación interna del sistema de educación 
superior y de la relación de sus distintos actores con la 
Función Ejecutiva. 

En cierto sentido la actual integración del CES 
refleja la dinámica política que surgió en torno a la 
aprobación de la LOES, pues esta integración no es 
ni la que se propuso el gobierno ni la que plantearon 
las universidades. Según el artículo 167 de la LOES, el 
CES está integrado por seis académicos elegidos por 
concurso público de méritos y oposición, cuatro repre-
sentantes del Ejecutivo y un representante estudiantil. 
Este organismo tiene numerosas e importantes compe-
tencias otorgadas por la LOES, especialmente de orden 
normativo. 

En concordancia con la necesidad de una política 
de Estado para la educación superior, anteriormente 
mencionada, el Consejo de Educación Superior debe 
ser también un Consejo de Estado, no un Consejo de 
Gobierno. En su seno debe abrirse un espacio al diá-
logo permanente entre los actores del sistema, la aca-
demia y el gobierno nacional, a efectos de identificar 
siempre el interés público y avanzar firmemente en el 
mejoramiento de la universidad ecuatoriana. 

El Consejo de Educación Superior es una institu-
ción de nuevo tipo, muy distinto en su organización y 
dinámica al CONESUP. El actual Consejo es una insti-
tución integrada por una mayoría de académicos con 
formación de PH.D que laboran a tiempo completo, 
incluyendo aquellos que actúan como delegados de los 
ministros de estado. El Consejo, conforme a su Regla-
mento Interno, tiene su propio sistema de comisiones 
e informes, de forma que los informes de la Senescyt 
son complementarios y referenciales, no exclusivos ni 
vinculantes. El objetivo que se ha planteado el Consejo 
es la búsqueda del interés público, y quizá por ello, 
pese a que no faltan en su seno las diferencias se via-
bilizan con mucha frecuencia los consensos. 

Agustín Grijalva

Una política de Estado  
para la educación superior

normativas, personajes, que buscaron decididamente 
mejorar la educación superior. Pero el gran problema 
fue justamente la falta de continuidad y generalidad 
de estas acciones o políticas, lo cual finalmente deter-
minó la transitoriedad y al final el colapso de estos 
positivos esfuerzos. 

La ausencia de una política pública sostenida y 
coherente determinó que no se desarrollarán ni una 
concepción de las universidades como componentes 
de un sistema nacional, ni reglamentaciones, registros 
o estadísticas completas y coherentes que permitieran 
una visualización de la educación superior como un 
conjunto complejo y dinámico. Esto se evidenció por 
ejemplo en la proliferación de universidades particu-
lares de pésimo nivel académico y mercantilizadas, en 
la discontinuidad de políticas y normas sobre regula-
rización de carreras, programas y títulos; incluso en 
las miles de nomenclaturas utilizadas para los títulos 
académicos, así solo el título de abogado llegó a con-
tar con alrededor de 30 denominaciones distintas; una 
proliferación que se explica por la reducción de los 
títulos académicos a la lógica del marketing. 

En definitiva, el sistema de autorregulación del 
CONESUP derivó en intercambio clientelar entre recto-
res, la autonomía se convirtió en autarquía, y quienes 
defendían posiciones académicas en el órgano de 
regulación lamentablemente se vieron ampliamente 
superados por aquellos que impulsaron la abierta 
mercantilización de las universidades privadas o la 
masificación sin calidad de las públicas. 

El relativo aislamiento de las universidades 
creado por las deficiencias del sistema de coordina-
ción del CONESUP propició también bajos niveles 
de cooperación académica entre las instituciones de 
educación superior ecuatorianas, y de estas con las del 
resto del mundo. Esta situación se hallaba a contra-
corriente de un mundo en que las universidades para 
competir deben cooperar, por ejemplo creando meca-
nismos de movilidad estudiantil y docente tales como 
programas académicos conjuntos, sistemas integrados 
de bibliotecas, posibilidades de validación de clases 
de unas universidades en otras, etc. en Ecuador, pese 

La educación requiere tiempo, no solo en 
la vida de los individuos, sino también de las 
sociedades. Es un tiempo al menos de mediana 
sino de larga duración que impone a las reformas 
educativas un carácter de políticas de Estado. 
Cada gobierno puede y debe contribuir a estas 
políticas, pero debe entender que para que su 
contribución sea efectiva requiere de consensos 
amplios y continuidades temporales y culturales 
que van más allá de sí mismo. 

Esta es, por cierto, la necesidad urgente de la edu-
cación superior en Ecuador: un consenso o al menos 
un acuerdo nacional de todos quienes realmente quie-
ren mejorar la calidad de la educación universitaria. 
Aquí se incluyen académicos, estudiantes, autoridades 
de las universidades del país que valoran auténtica-
mente su actividad académica y profesional, y cier-
tamente el gobierno de turno. Este acuerdo es indis-
pensable para formular una política de Estado para la 
educación superior. 

 Por su propia naturaleza este acuerdo excluye 
e incluso se opone a todos quienes han deformado la 
educación superior para convertirla en botín mercantil 
o político-partidista. Estos sectores son en realidad 
parte del problema antes que de la solución, pues son 
los responsables directos del grave deterioro de la 
calidad que en promedio, y por supuesto con valiosas 
excepciones, sufre la universidad ecuatoriana. 

No es una exageración afirmar que, lamentable-
mente, gran parte del sistema de educación superior 
del país fue secuestrado por estos sectores a los cua-
les lo que menos les ha interesado es la educación. En 
efecto, bien sabemos que gremios, facultades y hasta 
universidades enteras, así como parte de lo que fue el 
CONESUP pasó a ser controlado por organizaciones y 
actores partidistas que tienen esta grave deuda histó-
rica con el país. 

Por supuesto, en el pasado no faltaron esfuer-
zos loables en pro de la calidad académica. En el 
CONESUP, por ejemplo, hubo etapas, comisiones, 
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La construcción del Estado 
plurinacional e intercultural

Reconocer y valorar la diversidad cultural y social

La nueva Constitución —cuyos contenidos se 
inspiraron en los planteamientos democráticos de los 
movimientos sociales del Ecuador— marca el camino a 
seguir en la construcción del nuevo modelo de Estado. 
La Constitución además de reafirmar que el Ecuador 
es un Estado de derechos y justicia, social, demo-
crático, soberano, independiente, unitario y laico, 
fortalece los principios de interculturalidad y plurina-
cionalidad. En la realidad, este estatuto lejos de esta-
blecerse por decreto, deberá forjarse en lo cotidiano, 
a través de un proceso de debate y reflexión en el que 
participemos todos los habitantes del país y que, sin 
duda, no estará exento de conflictos producto de una 
herencia que desvalorizó la importancia de la diversi-
dad cultural que existe en Ecuador.

Concretar esta realidad implica promover un pro-
ceso encaminado a reconocer y valorar la diversidad 
cultural y social que nos caracteriza. El predominio de 
una ideología racista blanco-mestiza que estructuró 
una noción de cultura e identidad, de instituciones y 
de democracia restrictiva e injusta, debe dar paso al 
conocimiento e integración de todas las culturas, a la 
comunicación intercultural y a la disminución de las 
desigualdades sociales. Avanzar en la construcción 
del Estado plurinacional supone superar la concepción 
liberal atada a la creación de un espacio unificado, de 
“un Estado, una nacionalidad”, y reemplazarla por una 
nueva noción que aliente la presencia y expresión de 
múltiples y diversas nacionalidades e identidades. Lo 
que está en juego es —en palabras de Boaventura de 
Sousa— la refundación del Estado moderno.1

La idea del Estado Intercultural y Plurinacional se 
levanta sobre la noción de que el Estado se legitima 
solamente si es capaz de incorporar las voces y expre-
siones de los múltiples y diversos sectores sociales. 
Que no existen culturas superiores ni inferiores. Que 

1	 De Sousa Santos, Boaventura. 2009. Las paradojas de nuestro tiempo y la 
plurinacionalidad, en: Plurinacionalidad, democracia en la diversidad. Ediciones 
Abya Yala. Quito.

lo que interesa son las relaciones y la experiencia 
que enriquecen diferentes visiones culturales, y no 
el sojuzgamiento y predominio de unas sobre otras. 
Que la democracia es una posibilidad para enfrentar, 
sin violencia, aunque con tensiones y conflictos, los 
problemas derivados de la pobreza, la inequidad y las 
prácticas discriminatorias.

La plurinacionalidad es fundamentalmente la bús-
queda de una nueva solidaridad social que reduzca las 
distancias que históricamente han fragmentado al país 
y elimine las barreras para impulsar un diálogo capaz 
de incorporar perspectivas y visiones diferentes. La 
propuesta de plurinacionalidad descansa sobre la base 
de combinar la realidad política, económica, cultural 
del conjunto de la sociedad y del Estado. Más allá de 
la incorporación de las diversas perspectivas e inte-
reses en la construcción del Estado y de las políticas 
que orienten su gestión, la plurinacionalidad no puede 
entenderse al margen del reconocimiento del territorio 
para pueblos y nacionalidades que reivindican el dere-
cho a administrar sus territorios ancestrales desde sus 
concepciones y prácticas de gobierno.

La interculturalidad es el reconocimiento de la 
diversidad en condiciones de igualdad; es el contacto 
e intercambio entre culturas en términos equitativos. 
Es el derecho que tienen los pueblos y las nacionali-
dades, las identidades específicas de carácter urbano, 
las corrientes juveniles, las personas y colectivos de 
orientación sexual diversa, de género y de edades 
diferentes para opinar y tomar decisiones en asuntos 
competentes con el Estado.

Como lo sostiene Catherine Walsh2, la intercul-
turalidad no puede reducirse al reconocimiento de la 
diversidad étnica sino que implica la relación, comu-
nicación y aprendizaje permanentes entre personas, 
grupos, conocimientos, valores, tradiciones, lógicas y 
racionalidades distintas, orientados a generar respeto 

2	 Walsh, Catherine. 2009. Estado plurinacional e intercultural. Complementa-
riedad y complicidad hacia en “Buen Vivir”, en: Plurinacionalidad, Democracia 
en la Diversidad. Ediciones Abya Yala. Quito.

La actual integración del Consejo de Educación 
Superior (CES) muestra justamente la posibilidad de 
integrar una institución con representatividad social y 
capacidad deliberativa. Su representatividad está dada 
por la diversidad de género, profesional y regional 
presente en su integración. Pese a esta heterogeneidad 
el CES viene funcionado como un espacio de discu-
sión muy interesante en que los desacuerdos, incluso 
muy marcados, no han sido obstáculo para escuchar, 
expresarse y deliberar, buscando en este proceso, con 
criterio fundamentalmente académico, las mejores 
soluciones para la educación superior. 

Una de las primeras acciones del CES fue reunirse 
con autoridades de las universidades en varias ciuda-
des del país, a efectos de coordinar la actualización de 
sus estatutos a la Ley Orgánica de Educación Superior 
(LOES); esta apertura al diálogo con autoridades y esta-
mentos de universidades y politécnicas se va conso-
lidando como una cultura de la institución, pues per-
manentemente las comisiones o el pleno del Consejo 
reciben a sectores universitarios y escucha y procesa 
sus planteamientos. 

En el proceso de reformas de estatutos, el Con-
sejo ha insistido en una concepción de la Constitución 
y la LOES como un marco institucional dentro del 
cual las universidades tienen y deben ejercer, como 
expresión de su autonomía, una legitima libertad de 
configuración normativa para organizar su autogo-
bierno. Otra tarea emprendida por el Consejo tiene 
que ver con la regularización de programas y carreras; 

en este campo el objetivo es transitar a un sistema de 
oferta educativa permanentemente regular, superando 
la inestabilidad y discontinuidad que a este respecto 
mostró el CONESUP. También se busca agilitar el pro-
ceso de aprobación mediante formatos electrónicos, 
así como recabar información que contribuya a un 
sistema estadístico nacional de la educación superior, 
base de una coordinación y planificación adecuada del 
sistema. 

Por mandato de la Ley corresponde al Consejo 
asegurar la continuidad de estudios de los alumnos de 
las universidades categoría E que no superen la eva-
luación del CEACCES y por tanto procedan a cerrarse. 
Para el efecto se ha diseñado un complejo sistema que 
atenderá a miles de estos estudiantes permitiéndoles 
terminar sus estudios en condiciones adecuadas de 
calidad académica.

Las tareas del Consejo son ingentes, los retos 
complicados, pues debe promulgar una serie de regla-
mentos urgentes, aprobar cientos de programas y 
carreras así como decenas de estatutos universitarios, 
asegurar continuidad de estudios a miles de estudian-
tes y al mismo tiempo avanzar, como nuevo organismo 
que es, en su proceso de institucionalización. Estas 
tareas sin embargo serán al final infructuosas si los 
actores involucrados no se comprometen a buscar los 
acuerdos esenciales necesarios para identificar el inte-
rés público y avanzar, más allá de legítimos desacuer-
dos, en la construcción de una mejor universidad para 
un mejor país.  


